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TRASCENDENTE REFORMA 
EN EL SECTOR PÚBLICO(1)

JAIME ZAVALA COSTA
Ex ministro de Trabajo

Recientemente, el Tribunal Constitucional (TC) ha dictado una sentencia 
que, sumada a un pronunciamiento emitido también por el TC en noviembre pa-
sado, modifica estructuralmente las relaciones laborales de las entidades y em-
presas del Estado. En la primera, las Leyes de Presupuesto que prohibían los in-
crementos salariales de los trabajadores del Sector Público, fueron declaradas in-
constitucionales. En la segunda, se dispuso la inconstitucionalidad de la prohibi-
ción de otorgar compensaciones económicas en las entidades comprendidas en la 
Ley Servir, norma que tiene por finalidad, crear un régimen laboral unificado para 
el personal de la Administración Pública, sujeto al Poder Ejecutivo. En otras pa-
labras, de ahora en adelante y, como resultado de una sentencia y no de una nor-
ma aprobada por el Congreso, los servidores públicos podrán solicitar, mejoras 
en sus condiciones de trabajo (remuneraciones incluidas), respetando el principio 
de equilibrio y legalidad presupuestales.

Ambas resoluciones reafirman el derecho a la libertad sindical y a la ne-
gociación colectiva, que constituyen derechos fundamentales reconocidos en la 
Constitución y en los Convenios OIT, así como en otros tratados internacionales 
(como los TLC), de los que Perú es parte.

El impacto de estas sentencias alcanza cuando menos al orden político, 
económico y social. En lo político, abre el debate público y, toda vez que el TC 

(1) Artículo publicado originalmente en el diario El Comercio, el día 13 de mayo de 2016.
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exhorta al Congreso a dictar una ley que regule la negociación colectiva en el Sec-
tor Público, se obligará a los partidos políticos a tomar posición sobre el tema. En 
lo económico, reconoce el derecho de los trabajadores del Estado, a negociar be-
neficios económicos, lo cual durante años, estuvo prohibido. Ello, evidentemen-
te, tendrá un impacto en la formulación anual del Presupuesto de la República. 
Por su parte, en lo social, democratiza la sindicalización y la negociación colecti-
va, fortaleciendo estos derechos y promoviendo su desarrollo.

Un tema adicional que contiene la última sentencia, que nos genera preocu-
pación, es la inclusión en los alcances de la Ley Servir, a los servidores civiles del 
Banco Central de Reserva del Perú (BCR), el Congreso, la Sunat, la Superinten-
dencia de Banca, Seguros y AFP, y la Contraloría General, si bien sí mantuvo la 
exclusión respecto del personal de las Fuerzas Armadas y de las empresas estatales.

Este pronunciamiento, fundamentado erróneamente en el principio de igual-
dad, podría ser –en algunos casos y en nuestra opinión– contrario a la propia Cons-
titución y a los intereses del país, pues no analiza las características especiales de 
ciertas entidades, que justifican objetivamente la exclusión.

Un claro ejemplo lo constituye el BCR, entidad cuyo personal pertenece ín-
tegramente al régimen laboral de la actividad privada (por tanto, sin restricciones 
de sindicalización ni negociación), que se encuentra fuera del Presupuesto de la 
República, y a la cual la Constitución le otorga autonomía en materias de estruc-
tura, funcionamiento y personal, de acuerdo a su ley orgánica. Más aún, conside-
rando que el BCR tiene por finalidad preservar la estabilidad monetaria del país, 
podría resultar sumamente peligroso que se pretenda establecer una dependencia 
directa del Poder Ejecutivo, además de imponerle un régimen que afecte su capaci-
dad de contratar profesionales de alto nivel, evaluar su desempeño, definir su per-
manencia en la entidad, entre otros, introduciendo limitaciones sin sustento razo-
nable. Ello exige una revisión responsable y urgente, de la que estaremos atentos.


